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r~g¡rnencs de estimación objetiva en la determinación de la base
imponible.

No vb~tante, este régimen no se aplicarJ a las importaciones. ni a la5
opl:racíoncs interiores cuando el importe de la base imponibk en el año
pr\.'rcJ~ntc supere los 100 millones de pesetas.

An. 18. Tipo de graramen.-J. El tipo de gmvamen está consli·
tuidiJ por el porcentaje que se fije para cada clase de b:cn mueble
corporal en las Tarifas del Arbitrio, y será el mismo para su importación
o producción.

1. Los tipos de gravamen serán fijados por los Ayuntamientos
respectivos y estarán comprendidos entre el 0.5 Y el 10 por IOC.

3. El tipo de gravamen aplicabk' a cada operación será el vigente en
el momento del devengo.

4. Las Tarifas del Arbitrio se establecerán süwil,?-odo ia e~tru;;::tura Ji.:
la );',lmenclatura Combinada Ardnce!aria y Estadístlca, acomodada a la
\igcnte en las restantes partes del territorio nacional.

Art. 19. OIO/(i tnhwuria.-La cuota de este Arbitno es el resultado
de aplicar a la base imponible el tipo de gra.....amcn que corresponda.

..\1'1. 20. Deducciones y dcváfucioncs.-1. Los sujetos pasIvos
podrán deducir de las cuotas del Arbitrio devengadas como conse::uen­
cia de las operaciones que realicen, las del mlsmo tributo qu~' ha~an

soportado en las adquisiciones o importaciones de bienes muebks
corporales, en la medida en que dichos bienes se utilicen en aeli vid:td;:s
productivas sujetas al Arbitrio.

2. Quienes efectúen envíos o exportaciones definitivos al resto dd
territorio nacional o al extranjero respectivamente tendrán dcrecho a la
devolución de las cuotas soportadas por los bienes efectivamente
exportados o remitidos al resto del tcrritorio nacional.

3. Los sujetos pasivos que no hayan podido efectuar las deduccio­
nes previstas en el apartado 1 de este artículo por exceder su cuantía de
las cuotas devengadas, tendrán derecho a solicitar la devolución del
saldo a su favor, existente a 31 de diciembre de cada año, en la forma
que reglamentariamente s~ determine.

Art.11. ObligacioJies de los sujetos pasivos.-1. Los sujetos pasi­
vos empresarios estarán obligados a:

a) Presentar declaraciones relativas al comienzo. modllir:ación }
cese de actividades que determinen la sujeción al Arbitrio, tvdo ello en
los plazos y en la forma que se determine reglamcntariamc~t.::.

b) Llevar la contabilidad en la forma que reglamentariamente se
determine, sin perjuicio de lo establecido en el Código de Comercio. la
cual deberá permitir determinar con exactitud el importe de las
operaciones sujetas. así como su separacíón según el tipo dc g;-avamen
que corresponda.

e) Expedir y entregar facturas de sus operaciones en la tonna y con
los requisitos que reglamentariamente se detenninen.

d) Presentar las declaraciones y liquidaciones correspondien.es a
cada período de liquidación en la forma y plazos que reglamentaria~
mentc se establezca.

e) Presentar al ó~no competente del Ayuntamiento, cuando sea
reqw~rido p.:'1ra ello, la mformación relati,'a a sus operaciones economi­
cas con terceras personas.

2. Los sujetos pasivos no empresarios sólo estarán obligados a
presentar las correspondientes declaraciones y liquidaciones en la brma
y plazos que reglamentariamente se establezca.

Art, 22. Liquidación.-1. El Arbitrio se liquidará en la forma y
plazos que reglamentariamente se determine. P0drán establecerse liqui­
daciones provisionales de oficio realizadas por la Administración
Tributaria.

2. Los Ayuntamientos de Ceuta y Melilla podrán exig1f el Arbitno
en régimen de autoliquidación.

3. Se detennínará reglamentariamente el plazo para el pago de las
deudas tributarias desde la recc¡x:ión de la liquidación efectuada por la
Administración. En caso de establecerse el régimen de autolíqUldaeíón,
el ingreso de la deuda tributaria deberá efectuarse dentro dd plazo
señalado para la mi~ma.

Art 23. Infracciones y sanciones.-EI régimen de infraceione~ y
sam:iones aplicable a este Arbitrio. será el regulado en la Ley General
Tributaria y en las disposiciones que la complementen y desarrollen.

Art. 24. Administración cmnpctcnle.-La gestión, liquidaCIón,
recaudación e inspección del Arbitrio, así como la revisión de los actos
dictados en aplicación del mismo, corresponden a los Ayuntamientos dc
eeuta y MeJilla. -

El ejercicio de las funciones a que se refie,e el apartado amerior, se
ajustará, en todo caso, a lo previsto I.:n los articulos 10 a 14, ambos
inclusive, de la Ley 3911<';88, de ~S de dicicmbr~, Teg:ubdcra de las
Haciendas Local~s.

Al amparo de lo previsto en el artículo 8 de la Ley ~9/198S. de 28
Je d:á:mbre, la Administración Tributaria del Estado ~ los ,\yunta­
mientos de Ceuta y Melilla podrán convenir el regimcn de colabof3{'ión
que proceda, en orden a la adecuada exacción del Arbitno.

Art. 25. Ordenan::as Fisca!es.-1. El' desarrcHo de lo,> p,ec:ptos
Cú"tc:,ido~ en la presente Ley, lo'.> Ayuntamientos de C;.;uta y ~lc1i!!a

aprebarán las correspondientes Ordenanzas Fiscales, con drregiú al

procedimiento regulado en el artículo 17 de la Ley 39/1988, de 28 de
diciembre.

2. Las Ordenanzas Fiscales a 4ue se refiere el apartado anterior,
contarán con dos Anexos:

a) En el pnmer Anexo se especificaran los bienes muebles corpom­
ks cuya importación y producción están exentos de conformidad con lo
t'stablC'cído en los apartados c) de! artículo 7 y h) del artículo 9 de la
prt'sell te Lcy.

b) En el segundo Anexo se cOlltl.:ndrán las tarifas del Arbitrio. a que
5l~ refiere el número I del articulo 18 de la presente Ley, co~

especllicación dI.: los restantes bienes muebles corporales y sus respectl­
vos tipos de gravamen.

La importación y producción de los bienes muebles corpora}es no
(sreci;i.i.'~dos en los Anexos. tributarán al tipo de gravamen comun que
se scJialc al efecto en las Tarifas. el cual deberá quedar fi.jado dentro de
los limites mínimo y máximo a que se rt~liere el número 2 del artículo
1S dI.: la píi:sente Ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.-Hasta la fccha en que comience a aplicarse el Arbitrio que
se establece por yil1ud de la presente Ll'Y. continuara t-'xigiéndose en
C'uta y ivldiJla el actualmente vigente Arbitrio a la entrada d,3
mCrC~lllCJaS, el cual quedará definitivamente suprimido a partir de dIcha
fecha.

Sceunda.-La supresión del hasta ahora vigente Arbitrio a la entrJda
dI.' mcr(ancias en eeuta y Melílla, así como la derogación de !as
disposiciones por las que se rige dicho Arbitrio, se entiende sin perjuicio
del d~recho de los respecti vos Ayuntamil.:ntos a exigir, con arreglo a ¡as
rdcridas disposiciones, las deudas devengadas con anterioridad.

DISPOSICION DEROGATORIA

l. Quedan derogadas cuantas disposiciones legales y reglamentarias
regulan d hasta ahora vigente Arbitrio a la entrada de mercancías en
Ceuta v \ldilla.

2. 'Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de
lo previsto (;11 las Disposiciones Transitorias.

DlSPOSICION FINAL

l. Se autoriza al Gobierno de la Nación para dictar cuantas
dISpOSIciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación de la
presente Ley, lOdo ello sin perjuicio de 10 previsto en el articulo 25 de
la misma.

2. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el «Boletín Oficial del Esta,do)).

Los AyuntamIentos de Ceuta y Melilla deberán aprobar y publicar las
Orden3nzas fisca1cs a que se refiere el articulo 25, dentro de los seis
rnes~s siguientes a la techa de entrada en vigor de la presente Ley.

El Arbitrio que se establece por virtud dc la presente Ley comenz<tr~

a aplicarst: a los treinta días de la fc(:ha en que se publiquen las
Ordenanzas tiscales a que se refiere el palTafo ankrior.

Por tlI1to,
Mando a todos los españoles, partículares y autoridades, que guarden

y hagan guardar esta Ley.
Madrid. 25 de marzo de 1991.

JUAN CARLOS R.
El Pn.::;id·;me ;:!él Gobierno.

FELIPE GONZALEZ r-HRQUEZ

MINISTERIO DE JUSTICIA

INSTRUCCION de 20 de mar=o de 1991 sobre nacionali­
dad.

La Ley 18/1990, de 17 de diciembre. sobre reforma del Código Ci.... il
en mat.:ria de nacionalidad, ha introducido algunas novedades de
impurtJ.Ilcia ~n relací6n con la rc-gulacién inmediatamente anterior. A
fin de :.,mif:car en lo ~osibJe la práctica de los Regist ...o~ Civiles, est~

Ccmro Jirt:ctih) ha juzgado oportuno, en uso d(; las facultades que tiene
atribuidas (cfr. artículos 9 de Ixy dd Registro Civil y 41 del Reglamento
dc-l Regislro Civil), dictar ciertas reglas orientativas sobre 13 interpreta­
ción de los nu,:-vos preceptos. L'I Instrucción se dicta, además. en cuanto
afecta a los Registros Consulares. de conformidad con la Dirección
General de Asuntos Consulares del Ministerio de Asuntos Exteriores,
v ncce"ariamente no es completa, pues sólo la experiencia de los
mú.ltiplcs casos que puedan presenL1se en la vida real podra Ir
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resolviendo, por la vía normal de los recursos establecidos, los proble·
mas concretos que surjan en la aplicación de la nueva Ley_

No obstante, es conveniente anticipar ya ciertos criterios interpretati­
vos para resolver algunas cuestÍones de interés general.

Inscripción de la opcivn por alguna vecind"d ciril de! extranjero que
adquiera la nacionalidad espwl0la

El artículo 15 del Código Civil ha establecido la novedad de que. al
inscribirse la adquisición de la nacíonalídad española, el extranjero ha
de optar ppr alguna de las vecindades cíviles que señala el precepto y con
las que el mteresado tenga cierta conexión. Esta opción de vecindad civil
-que, ~i~ ,duda, ha de.cons~gnarse ,en la misma inscripción marginal de
adqUlslclon de la naciOnalIdad (etc articulo 46 de la Lev del Registro
Civil)- habrá de ser tenida muy en cuenta por los Jueces o Cónsules
Encargados de los Registros Civiles al practicar la inscripción de la
adquisición de la nacionalidad por opción o por residencia.

La consignación de la opción de una vecindad civil presupone una
declaración de voluntad cuya calificación corresponde al Encargado
competente en los terminas que resultan en los artículos 226 y 227 del
Reglamento del Registro Civil. A estos efectos debe tenerse presente que
también en aquellos casos en que, por sus circunstancias, no exista
realmente opción entre diversas vecindades civiles, porque sólo le
corresponda al ex.tranjero una de las cuatro previstas en el articulo 15,
debe especificarse la vecindad civil que ostentará el interesado en lo
sucesivo. En cualquier caso no ha de ser suficiente que la vecindad se
exprese genéricamente por referencia, por ejemplo, a la de los progenito­
fes o a la del cónyuge: El asiento ha de ser completo y ha de especificarse
en él la vecindad civil comun o especial o foral del optan te.

No está de más precisar que, si la adquisición de la nacionalidad
española se ha producido por opción formulada por el representante
legal (articulo 20-2-a del Código Civil) o a consecuencia de una solicítud
de residencia presentada por el mismo representante legal (artículo 2i~3­
e y d del Código Civil). la autorización del Encargado deberá determinar
ya previamente la vecindad civil por la que se ha de optar (cfr. articulo
15-1, «fine)), Código Civil).

Un último extremo debe ser resaltado en esta materia. La opción del
adoptado por la vecindad entra en juego en los casos excepcionales en
que la opción no confiera ya automáticamente la nacionalidad española
de origen (cfr. artículos 19~1 Y 175~2 del Código Civil) y se opte por ésta
conforme al articulo 19-2 del Código. En cambio, si el adoptado no está
emancipado, adquiere de momento {(ex icge» la vecindad civil de los
adoptantes o de uno de ellos. conforme al apartado 2 del artículo 14 del
Código, redactado por la Ley ll¡I990, de 15 de octubre, y cabe la
adquisición ulterior de otra vecindad en virtud de una declaración de
voluntad en los términos previstos por el apartado 3 de este articulo.

11. Atribución de la nacionalidad española de origen

Entre las novedades que contiene en este punto el actual articulo t 7
del Código Civil merece destacarse el apartado 2 de este artículo en el
q~e, .s.in per¡'uiciq ~e la opción en él prevista. se establece que «la
fihaclOn o e naCImIento en España, cuya determinación se produzca
después de los dieciocho años de edad, no son por sí solos causa de
~dquisición de la nacionalidad eSl?añola». Este precepto debe ser
mterpretado, a la vista del proPÓSIto del legislador ex.puesto en el
preámbulo, en el sentido de que la hipótesis que se regula tiene lugar
cuando una persona figura como hijo d¡; extranjeros o como nacido en
el extranjero y se descubre, después de los dieciocho años de edad. que
en realidad es hijo de un progenitor español que ha nacido en España
en condiciones bastantes para ser español conforme al artículo 17-1 del
Código. Por lo tanto. para que entre en juego la opción es imprescindible
que esa filiación respecto de un españolo ese nacimiento en España
queden fijados como hechos nuevos descubiertos precisamente después

.de los dieciocho años de edad del interesado.
Puede, pues, ocurrir que, no obstante producirse la inscripción de

nacimiento y filiación despues de los dieciocho años, el inscrito sea ya
español de origen por aplicación del articulo 17-1 del Código. por
constar antes suficientemente que nació en España (efe articulo 17-1-d)
o quces hijo de españoL En tales casos es, en rigor. inútil acudir a la
opción del apartado 2 del mismo articulo, que sólo procederia para
mayor seguridad del estado que ya se tiene. Pero puede también suceder
que la inscripción de nacimiento en el Registro municipal español,
practicada sin filiación dentro de los dieciocho anos, no constituya
índice suficiente de que al nacido le corresponda la nacionalidad
española de origen conforme al articulo 17-I-d del propio Código.
Porque, como explica el preámbulo, aunque la filiación HO este inscrita
en el Registro, la misma puede estar determinada o acreditada legal­
mente. respecto de unos progenitores extranjeros y nacidos en el
extranjero. En tal caso, si la legislación de éstos atribuye al hijo su
nacionalidad. el hijo no puede ser considerado español. En esta hipótesis
el hecho de que el nacimiento en España se determine después de los
dieciocho años no da lugar tampoco a que el nacido pueda optar por la
nacionalidad española al amparo del artículo 17-2, porque ni siquíera tal
nacimiento en España, aun inscrito oportunamente, seria titulo de
atribución bastante de la nacionalidad.

111. Consolídación de la adquisición de la nacionalidad espa,lic!a

El vi~ente artículo 18 del Código contiene la novedad de conce-der a
la posesión y utilización de la nacionalidad española, con buena fe y
basada en un título inscrito en el Registro Civil. fuerza suficiente para
consolidar la nacionalidad utilizada. aunque se anule· el titulo llll~' la
originó. El párrafo quinto del preámbulo de la Ley explica con suticlcnte
claridad el propósito del legislador y los supuestos de hecho previstos
por la norma.

Para los supuestos en que el Juez o Cónsul Encargado del R¡;gistro
Civil del domicilio haya de declarar la consolidación de la nacionalidad
española, a través del expediente con valor de presunción regulado por
los articulos 96_2.° de la Ley del Registro Civil y 335. 338 y 340 de su
Reglamento. conviene precisar los dos extremos siguientes:

a) La expresión (posesión y utilización» implica una actitud activa
del interesado respecto de la nacionalidad española poseida. Ha de
exigirse que se haya comportado como español, ejerciendo derechos y
deberes derivados de su cualidad de españoL

b) El título por el que se adquiere la nacionalidad española ha de
estar inscrito en el Registro Civil. Por esto, en la adqui~ición originaria
ha de resultar del Registro que la -filiación o el nacimiento en España
produjeron. segun la legislación aplicable en el momento del nacimiento.
la ~ldquisición de la nacionalidad española.

IV. Opcíótl a la nacíonalidad española

Del artículo 20-2 del Código se desprende la importante novedad de
que el representante legal del menor de catorce años o del incapacitado
puede optar, en nombre de éste, por la nacionalidad española, siempre
que se obtenga la autorización del Encargado del Registro Civil del
domicilio. previo dictamen del Ministerio Fiscal, en atención al interes
del menor o incapaz.

,Como esta autorización está encomendada al Encargado del Registro
Civil, hay que estimar que se trata de una actuación registral de la
competencia de los Jueces o Cónsules Encargados del Registro y que da
0rigen a un expediente de los regulados por la legislación del Registro
Civil, sujeto a sus normas específicas y a su rcgimen propio de recursos
(cfr.artículo 97 de la Ley del Registro Civil). En los Registros Consulares
la intervención necesaria del Ministerio Fiscal se ajustará a las reglas
previstas en el artículo 34 del Reglamento y asumirá, en principio, sus
funciones el Canciller del Consulado. ~

la adquisición de la nacionalidad española por opción da lugar a una
inscripción marginal a la de nacímiento (artículo 46 de la Ley del
Registro Civil) y su mecanismo registral sigue regulándose por 10
prevenido en los artículos 226 a 230 del Reglamento del Registro Civil.
Cuando no coincidan el Registro del domicilio y el del nacimiento del
optante, éste podrá dirigirse directamente a este último (cfr. artículos 64
de la Ley del Registro Civil y 229 del Reglamento del Registro Civil) sin
necesidad de que se levante el acta por duplicado. ni de que se remita
uno de sus ejemplares- al Registro del nacimiento. Ahora bien, para
conceder la autorización al represenümte legal sólo es competente al
Encargado del Registro Civil del domicilio del declarante.

V. Concesión de la nacionalidad española por residencia

También aquí se ha introducido la novedad de que el representante
legal del menor de catorce aiJos o del incapacitado puede formular la
solicitud -y la de carta de naturaleza-o previa la autorización a que se
ha hecho referencia en el apartado anterior (cfr. articulo 21-3-c y d del
Código Civil).

La concesión por residencia requiere. por otra parte, la tramita~ión
ante el Registro del domicilio (articulo 365 del Reglamento del Registro
Civil) del expediente regulado en los artículos 220 a 224 del Reglam~nto
del Registro Civil, siendo de notar que excepcionalmente este Registro
puede ser hoy el consultar en el caso singular del cónyuge que conviva
con funcionario diplomático o consular español acreditado en el
extranjero (articulo 22.3, II. Código Civil).

Especialmente debe destacarse en orden a esta tramitación que.
segun resulta de la letra dd artículo 21·2 del Código, la concesión por
residencia ha de obtenerse (o(Cn las condiciones que señala el articulo
siguiente}) y entre eHas se cuenta la de que «el interesado deberá
justificar. en el expediente regulado por la legislación del Registro Civil,
buena conducta cívica y suficiente grado de integración en la sociedad
española» (articulo 22-4 del Código Civíl). Por wnsiguiente, el Ministro
de Justicia podrá denegar la concesión no sólo ~(por motivos razonados
de orden publico o interés nacionab\, sino por la ausencia de los
requisitos ex.presados, o por la falta de cualquiera de los demás que
detalla el articulo 22. De aquí se deduce que ha cobrado una mayor
importancia el trámite establecido en el último párrafo del articulo 221
del Reglamento, es decir, la obligación del Encargado de oír personal­
mente al peticionario, «especmlmente para comprobar el grado de
adaptación a la cultura y estilo de vida españoles».

Conforme al artículQ 22·2, d) Ye), para que pueda acogerse al plazo
apreviado de un ano de residencia el casado con españolo española se
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exige. «que al tiempo de la solicitud llevare un año casado» y «no
estuvIere scparado legalmente o de hechQ»), y para Que pueda acogerse
a ese plazo, el viudo o viuda de española ú español "se requiere que «a
la muerte del cónyuge no exi,stíern separación le~l o de hecho». Estas
nuevas normas parten de la Idea de que el matnmonio con españolo
española, para que pueda dar lugar a un tratamiento de favor en cuanto
3. la adquisición de la nacionalidad espuño!a, debe corresponderse, al
tlempo que la Ley se refiere, con una situación normal de convivencia
entre los cónyuges. Sobre el solicitante recaerá la carga de probar tal
convivencia. y como se exige ésta, como un prcsupu{'sto mas de la
('onc~sión .. agregado al. del matrimonio, no bastzrá para justificar la
conVivenCia .con acreditar el matnmonio y con invocar la presunCión
legal contenida en el articulo 69 del Código Civil. A este v a otros
eftetos, cobra especial importancia el trámite previsto en el ultimo
p¿rraj'j) del artículo 221 del Reglamento, cuando señala que el Enear·
gado (procurará también oir al cónyuge por separado v reserv:J.damente
sobre el cambio de nacíonalidad y circunstancias que eíl ello concurren»,

VI. Pérdida de fa nacIOnalidad según ef artkulo 24 del CJdigo

Ha de destacarse que en los apartados I v .2 de este articulo se ha
cambiado el sistema establecido por la Ley 5i/! 982. de 13 de Julio. De
un lado se ha suprimido la posibilidad de que los espanoies, que
hubieran adquirido voluntariamente otra nacionalidad despüó, de su
emancipación, evitaran ia pérdida en ciertas condiciones. lo que se hacía
constar en el Registro por medio de una inscripción de conservación de
la nacionalidad; de otro lado, los españoles que tengan otra nacionali·
dad, además de la española. desde antes de su emancipación (que en la
Ley derogada sólo perdian la nacionalidad española cuando una vez
emancipados, renunciaran expresamente a ella en cualquier InOmentO),
hoy pueden perderla por utilización ex.c1usiva de la nacionalidad
extranjera atribuida antes de la emancipación.

Conviene indicar que para los casos en que hava dudas sobre la
nacionalidad de una persona. esta puede acudir al éxoedlente para la
decl~ración con valor de presunción de la nacionalidad, que puede
refenrse a detl?rminada edad del sujeto. Este expediente, que si es
tavorable termma en una anotación marginal a la del naclmitnto, lo
dt:ci.de en pri~e:~ instancia el Juez o Cónsul Encargado de! Registro
CIvd del domICIlIo y, como se ha apuntado en el apartado III. está
re.g~lado especialmente por los articulos 96-2.1l de la Ley del Registro
CIVil y 335,338 Y340 del Reglamento del Registro Civil. La utilid:ad de
este ex.pediente es indudable, por ejemplo: Para comprobar que la
adquisición por el emancipado de la nacionalidad extranjera no puede
calificarse de voluntaria (caso de la Resolución de 20 de abril de 1990),
o para justificar que la nacionalidad extranjera atribuida con anteriori­
dad a la emancipación no es la· utilizada exclusivamente por el
interesado.

Respecto de este punto de la pérdida por utilización exclusiva de otra
nacionalidad es necesario entender, por el canicter taxativo de las causas
de pérdida que no pueden ser objeto de interpretación exten<;iva. que no
se producirá pérdida cuando el interesado justifique haber utilizado,
dentro del plazo de tres años que señala el artkulo, de algún modo la
nacionalidad española. Tener documentación española en vigor, haber
otorgado como español algún documento público, haber comparecido
con este carácter en el Consulado y otras conductas semejantes, serán un
índice de que el interesado no habrá podido incunir en pérdida de la
nacionalidad española.

El artículo 24 del Código plantea otras muchas cuestiones que no es
oportuno resolver ahora, como las relativas al trato que merezca la
conducta de quien, habiendo adquirido involuntariamente una naciona­
lidad extranjera, haga uso exclusivo de ésta durante tres años, en tIempo
posterior al previsto en el apartado 2, 1, residiendo habitualmente en el
extranjero. Es oportuno, no obstante, anticipar que, en armonía cen e!
artículo 11-3 de la Constitución, la adquisición, en cualquier momento,
de la nacionalidad de países iberoamericanos, Andorra, Filipinas.
Guinea Ecuatorial e Portugal sólo producirá la pérdida de la nacio­
nalidad espailola si, cumplidos jos restantes requisitos. existe un
acto de renuncia expresa .por el interesado a la nacionalidad ~spañola

(CfL articulo 24-3).

VIL Recuperación de la nacionalidad española

Ha desaparecido el régimen especial establecido por la disposición
transitoria d.e la Ley 51/1982, de 13 de julio, de modo que todos aquellos
que hayan SIdo alguna vez españoles y hayan perdido esta nat:ionalidad
sólo pueden recuperarla. en principio, cumpliendo los requisitos estable·
cidos por ei artículo 26 del Código. Nótese, por otra parte, que la
perdida se ha~rá producido, en su caso, según la legi3!ación vigente en
cada momento anterior por aplicación de la disposición transitoria
primera de la Ley de 1990.

En cuanto al requisito de residencia kgal en E~pana, s~gún el
artículo 26~I-a, «cuando se trate de emigrantes o hijos de emigrantes,
este requisito podrá ser dispensado por el Gobierno» y «en los demás
casos, la dispensa sólo será posible si concurren circunstancias especia­
l,es». De este precepto se deduce claramente, y así 10 resalta el preámbulo
de la Ley, que qUIere darse un trato de favor a los emigrantes y a su~

hijos, es decir, también en contra de la doctrina oficial sentada bajo la
Ley antenor (dr. Instrucción de 16 de mayo de J983. epígrafe lIT, 3),
a los hijos de emigrantes cuando tales hijos hayan nacido en el
extranjero. Ademas, sólo se exige hoy el hecho fisil::o de la (>migración
y no que la adqUIsición de la nacionaiidad extranjera haya sido una
cons~cuenciade aquélla.

En cua!quier caso, la concesión de esta dispensa compete al Gobicrno
y se formalizará, a propuesta del Ministro de Justícia, por acuerdo del
Consejo de Ministros (vid. artículo 223. 1, dc Reglamento del Re~islfG

Civil). Sin duda. cuando la habilitaCIón sea también necesaria, contorme
al artículo 26-2. ambos expedientes de dispensa y de hJbllitaciún
podran ser acumulados (arg. articulo 347 del Reglamento del Registro
Civil) y su instrucción corresponde a la Dirección General de los
Registros. que podrá comisionar al efecto al Enl:argado del Regi~:!\J

Civil del domiCilio (cfr. artículo 365. IIL del Reglamento del R-:gJ5i.ro
Civil).

vnI. Alcance de las disposiciones traJlSilOrias segunda .1' tercera

Ante todo es preciso tener en cuenta que estas disposiciones no
benefician a quienes hayan perdido la nacionalidad espanola. Así se
deduce del preámbulo de la Ley.

La adquisición de la nacionalidad cspanola por opción y con cfh'tos
de nacionalidad de origen, contenida en la disposición transitoria
segunda, tiene aplicadón en diversos supuestos: Adoptados en forma
plena antes de la Ley 5J/1982. de 13 de julio: nacidos en España, antes
de la Ley de 15 de Julio de 1954. de progenitores extranjeros tambkn
naeídos en España: Resolución de 9 de enero de 1991. Pero su ámhito
príncípal comprende los casos de hijo de española, nacido antes (:t~ la
entrada en vigor de la Ley 51jt982, de 13 de jubo. al cual le
correspondiera seguir, según la legislación entonces vigent~, la nacionali·
dad extranjera del padre. En el bien entendido de que la madre cehe
haber sido española al tiempo del nacimiento del hijo, potque si aquélla,
aunqüe originanamente española, hubiera incurrido anteriormente en
....ausa legal de perdida y no la hubiera recuperado. lo procedente será la
aplicación. en su caso, de la disposición transitoria tercera.

Esta disposición tercera beneficía, en efecto, a perscnas que han
nacido después de! momento en que su progenitor hubiera perJióo la
nacionaliu<!d espaiiola. Entonces, si el padre o la madre originariamente
español hubiere nacido en España, pueden optar por la nacionalidad
española, ya no de origen, en el plazo y condiciones que senala dicha
disposición transitoria tercera. La dispensa del requisito de residenci:l
legal en España se ajustará a los ténninos previstos en el artkulú 26 del
Código {cfr. (supra», apartado VII). Observese que esta opción, lo
mismo que la de la disposición transitoria segunda, no requiere la
habilitación discrecional del Gobierno del articulo 26·2 del Código, por
la sencilla razón de que el varón. que nunca ha sido español, no ha
estado tampoco sujeto al servicio militar españolo a la prestación social
sustitoria. En fin, el hecho de que esta disposición transitoria tercera no
mencione expresamente a los artículos 20 y 23 no ha de significar que
estas con<iiciones de la opción no hayan de ser observadas. excepto en
lo que se refiere al plazo para optar. Hay identidac. de razón erl este
puni.O con el supuesto contemplado por la disposición transitoria
segunda.

Atendiendo a las consíderaciones anteriores, esta Dirección General
ha acordado hacer publicas las declaracíones siguientes:

Primera.-Los Encargados que inscriban adquisiciones de nacionali­
dad por opción o por residencia habrán de inscribir también 1.::. veci.ndad
civil por la que el ínteresado haya optado, siempre que ésta sea una de
las previstas por el artículo 15 del Código.

Segunda.-No siempre será necesario que opte por la nacionr..Jidad
española, para ser considerado espafíol de origen c:onforme al
¡¡rtículo 17 del Código Civil, quien h¡¡ya inscrito su. nacimiento o
filiación después de los dieciocho años en el Registro CIvil. La opción
en él prevista sólo procede cuando después de los dieciocho aúos se
descubra que el que aparece como extranjero es hijo de progenitor
español, o bic:1 que ha nacido en España y se dan las demás condiciones
exigidas por el artículo 17-1.

Tcrccra.-En la consolidación de la nacionalidad española por pü5(,,­
sión de estado, cuando sea declarada en el expediente con ~,:alor de
presunción del articulo 96_2.° de la Ley del Registro Civil, habrá de
exigirse, junto a los demás requisitos del articulo 18 del Código, que
haya existido una utilización actlva de la nacionalidad española y que
esta se deduzca de un titulo inscrito en el Registro, suficiente para
produtir segun la legislación vigente en cada momento, la adquisición
de la nacionalidad.

Cuarta.-La autorización para que el representante legal del menor de
C2.tOfC(' años o del ¡ncapo:ci~ado pueda optar, en nombre de e~tos. por 12
naciúnaIJdad española lOS una actuación registral. sometida a las ncnnas
de los expedientes del Registro Civil. Tal autorización, aunque la
inscripófítl de la olf'ión haya de extenderse en otro Registro. COITeS·
ronde siempre concederla al Juez o (óllslll Encargado del Registro CivIl
del Gomicílio del declarante.

Quinta.-En el expediente de concesión de nacionalidad por residen·
cia 'es preci':>o, en su ca:}o. que el representante legal obtenga previamente
l.:l. zutorización expresada en el numero <1r.terior.
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Scxta.-En este expediente el Encargado debe extremar su celo para
c~!J1probar. o~endo personalmente al peticionario, su grado de integra­
clan en la sociedad española.

Séptíma.-También en el mismo ex¡x'diente habrá de cerciorarse el
Encargado de si el matrimonio del casado o viudo de espanol corres­
ponde o ha correspondido a una situación de ('oovivencia en el tiempo
a que la Ley se refiere.

üctava.-Para justificar que un e:)p~ñol no ha incurrido en causa de
pérdida de su nacionalidad, por aplicadón del articulo 24 del Código.
puede acudirse al expediente con valor de presunción del articulo 96--2.°
de la Ley del Registro CiviL

No:vena.-La pérdida por utilización de una nacionalidad extranjera.
alribul<:fa antes de la emancipadón, no tiene lugar cuando el español ha
utiJiLado de algún modo la nacionalidad españoló!..

Décima.-El. español que tenga. además de la nacionalidad española.
otra dc los paises que señala el artículo 24-2 del Código, úmcamente
puede perder aquélla por renuncIa expresa y en las demás condidones
que establecen los apartados 3 y 4 del articulo.
..Undccima.-L1s .disposic.iones transitcria segunda y tercera de la Ley
umcamente. beneficIan a qUienes no sean y nunca hayan sido cspailoles.

Dúodcc¡ma.-Para que el hijo de madre espanola, al que no le
correspondm la nacionalidad espanola cuando nació. pueda acogerse a
la dispoSICIón transitoria segunda, t's necesario q¡;e la madre fuera
española en el momento del naCimiento del hijo.

D(.'dmotcrcera.-La opción por la nacionalidad española de la dispo­
sición tr<lnsit-oria tercera requiere que el interesado no fuera español al
tiempo del nacimiento. por haber perdido antes la naóonlidad espatiola
originaria su progenitor nacido en España. Esta op(ión (¡ueda sometida
al requisito de residencia legal en Espatia c a su d:stlcnsa y. a salvo su
plazo espcl:ial, a las condiclOncs exigidas por los aákulu~ 20 \' 23 del
Código. •

Madrid, 20 de marzo de 1991.-El Director general. Antonio Pau
Pedrón.

Sres. Jueces y Cónsules Encargados de los Registros Civiles.

MINISTERIO
DE ECONOMIA y HACIENDA

REAL DECRETO 375/1991. de 22 de mar=o. por el que se
desarrolla, en relación al Impuesto sobre Aeth'idades
Económicas, la di!>posición transitoria undécima de la L('y
39/1988. de 28 de diciembre. reguladora de las Haciendas
Locales.

La Ley 39j1988, de 28 de diciembre. reguladora de las Haciendas
Locak's. crea y regula el Impuesto sobre Biene:, [nmuebles 'j el Impuesto
sobre Actividades Económicas, cuya gestión tributaria está atribuida a
los Ayuntamientos.

La complejidad de las funciones inherentes a la reterida ge~tión

tributaria. así como la ausencia de la infraestructura necesaria para el
ejercido de las mismas en muchos de los Municipios españoles.
especialmente en los más pequeños. aconsejaron en su día la habilita­
ción dc un periodo de adaptación durante el cual la Administración
Tributaria del Estado podrá ejercer las mencionadas funciones.

Este mecanismo de asunción provisional de funciones por parte del
Estado fue regulado en términos potestativos por la disposición transito­
r!a undécima de la citada Ley 39/1 Q88, de tal suerte que sólo operará en
relación a aquellos Municipios cuyos Ayuntamientos respectivos así lo
acuerden. A tal fin. el Real Decreto 831j1989, de 7 de julio. desarrolló
la citada disposición transitoria respecto del Impuesto sobre Bienes
Inmuebles.

Ahora el presente Real Decreto establece las normas con arreglo a las
cuaks ha de llevarse a cabo la encomienda al Estado de las funciones de
gestión tributaria del fmpuesto sobre Actividades Económicas por parte
dc los Ayuntamien(os interesados, especificando la forma, plazos y
condiciones d~ la mencionada encomienda.

Dicha posibilidad de encomienda no obsta, sin embargo. para que los
Ayuntamientos y las Entidades Locales y Comunidades Autónomas a
que se refiere d artículo 7.° de la citada Ley 39fl938 puedan llegar a los
acuerdos de delegación de competencias quc tengan por conveniente. en
los tcrminos previstos en el mC'"ncionado precepto..

En su virtud, al amparo de lo pre\ iSIO en la dis.posiclón transitoria
lmd::cim<l. modificada por el Re31 Decreto-kf 4/1990. de ~3 de
scpti~mbre, y en la disposición Enal 1, ambas de la Ley 39/1088. de 28
de diciembre, preVIO intimne 1:1 mrabk' de la Comisión Nacional de
AdministT:.lción Local, de acuerdo nm el 'Co~sejo de E5-Iadn, a propuesta
de! Ministro de E....onQmía y Haci~nd<J. y previa dt'libe,adón del Consejo
de MinistfCs en su reunión del dia 22 de marzo de ¡991.

DISPONGO:

Artículo 1.0 ,1. Los Ayuntamientos que al amparo de lo previsto
en el apartado pnmero de la disposición transitoria undécima de la Lcv
3911988. de 28 de diCiembre. reguladora de las Haciendas Locales,
soliciten a la Administración Tributaria del Estado el ejercicio por ésta
de las competencias que en relación al Impuesto sobn.' Actividades
Económicas les atribuye el apartado 2 del articulo 91 de la citada Ley
deberán adoptar el correspondiente acuerdo antes del I de enero de
1992. dando traslado del mismo a la Delegación de Hacienda correspon­
diente antes del 1 de marzo del mismo año. El acuerdo de que se trata
deberá referirse a la totalidad de las funciones enumeradas en el
mencionado articulo. sin que quepa la asunción parcial dc tales
fundones. salvo lo previsto- en el articulo 2.° y en la disposición
adicional segunda de este Real Decreto.

2. ~ la comunicación a que se refiere el apartado anterior se
acompañará, en su caso, la publicación de la aprob<lción definitiva de la
Ordenanza fiscal correspondiente de fijación del coeficiente de incn:­
mento regulado en el a'rtículo 88 de la Ley 3911988, efectuada con
arreglo a las normas contenidas en los artículos 15 y siguientes del
mismo texto legal.

Art. 2.° El ejercicio de las competencias a que se refiere el aparta·
do 1 del articulo anterior no alcanzara a la función recaudatoria en
aquellos supuestos en jos que a la fecha de entrada en vigor del prescnlc
Real Dt'creto tal función. en relación a las Licencias Fiscales .de
Actividades Comerciales e Industriales y dc .--\.ctl\:idadrs Proti:sionnk~ y
dc Artistas, hubiere sido asumida por el propio Ayuntamiento o p(¡r la
respectiva Diputación Provindal, Comunidad .\uténoma Uniprovin­
ciaL Cnbildo Insular o Conseja Insular. -

-\.n. 3.° l. En aquellos supuestos en los que la Admini"tración
Tributaria del Estado haya de ejercer la función recaud3toría. la
Delcg:¡ción de HncJenda respectiva pmctícará a JO$ ,·\yuntamientos y a
las Diputaciones PrOVini.:lales y Comunidades .--\.utónomas Uniprovin­
ciajes las entregas a cuenta y liquidaciones definitivas en Jo:'; mismos
lérmíncs y plazos que los que establece la legislaCión vigente respecto de
las Licencias Fiscaks.

2. En aquellos supuestos en los que el Est¡¡do no ejerza la función
recaudatoria. la Delegacíon de Hacienda f(<;pccuva hará t'ntrc-ga a la
Entidad que ejerza dÍcha (unción recaudatoria del correspondiente
soporte magnético o, en su caso. de los respectivos documentos cobrato­
rios. L3 gestión recaudJ.toria asumida por los. Ayuntamientos. Dipl!­
tJ.ciones Provinciales. Cabildos Insulares. Consejos Insulares (j Comuni­
dades Autónomas Uniprovinciales se entenderá referida a 13 cohranza
de las deudas generada por el impuesto dc que se trata. excepto las
derivadas de ingresos directos. así como a las devoluciones de IOgrCSO:i
indebidos por dicho tributo. cualquiera que sea la f('cha de wgreso.

3. La tramitación de expedientes y adopción de acuerdos de
devolución de ingresos indebidos solicitadas por los contribuyentes. así
como d pago que en su caso resulte, se ajustará a lo dispuesto ('11 el Real
Decreto 1¡63/1990. de 21 de septiembre.. por el que se rcgula el
procedimiento para la realización de dcvoluclOnes de ingresos i<1dcbidos
de naturaleza tributaria.

Art.4.0 L Trunscurridos los dos primeros años de aplicación del
Impuesto sobre Actividades Económicas, los Ayuntamientos asumirün
el ejercicio de las competencias a que se refiert' el apartado 1 del arti(:ulo
1.0 del presente Real Decreto. .

No obstante, dichas competencias serán asumidas por las Comunida­
des Autónomas Uniprovinciales. Diputaciones Provinciales. Cabildos
Insulares o Consejos Insulares, cuando así lo solícile expresamente el
Ayuntamiento interesado.

2. A tal fin. los Ayuntamientos deberán adoptar el correspondiente
acuerdo antes del cumplimiento del plazo senalado en el apartado
anterior. comunicando a la respectiva Entidad la solicitud de que se trat3
v dando traslado de la misma a la Delegación de Hacienda correspon­
diente antes del 1 de marzo de 1994 en ambos casos.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.-I. La solicitud prevista en el artículo 1.° del presente Real
Decreto se entenderá referida a los dos primeros años de aplicaCIón del
fmpuesto sobre Actividades Económicas. salvo que, con anterioridad al
1 de enero de 1993. el Ayuntamiento manilieste expresamente. mediante
la oportuna comunicación a la respectiva Delcg~ción de Hacienda. su
volunw.d de retirar tal solicitud para el período impositivo de 1993.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior podr.:i cin:unscrib:rse
ex\:lusivamente a la función recaudatoria.

Segunda.-Los Ayuntamientos. Diputaciones Pwvincinks. Comunió­
des Aul6nomas Uniprovinda!cs, C3bildos Insulares o Consejos Insular~s
que no se ~nt'uentren en la situación que L'on:...:mpla d articulo 2.'~ del
presente Real Decreto podrán asumir para 1q9~ la recaudación del
fmpuesto sobre Actividades Económicas.

La asunción de la función recaudalona a que se refiere el parrafo
anterior dcberj acordarse v comunicarse en la forma y plazos previstGs
en d artic:J!o 1.°, 1 dd presente Real Decreto. y su régllnen será el
mismo qt,¡C el c:.tablcciJo en el artículo 2.° No obstante. las Entidades


